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En esta investigación se tiene un procedimiento disciplinario por el cual se le 

imputa al señor WLC que ha presentado información falsa (Resolución N° 043- 

2015-CU-UNAMBA) en un proceso de selección, así habría señalado que tiene 

el grado de bachiller en Ingeniería Agroindustrial del 25.08.2015, emitido por la 

Universidad Nacional Micaela Bastidas. 

 
No obstante, luego de que la referida persona ya ingresé a laborar para la 

entidad, esta última cursa oficio a la Universidad mencionada a efectos que 

confirme la veracidad de lo alegado en la Resolución N° 043-2015-CU-UNAMBA, 

a lo que el Rector de la Universidad señaló que en los registros no existe dicho 

grado de bachiller del señor WLC. 

 
Siendo así, se dispuso a iniciar el procedimiento disciplinario al señor W.C.L. por 

presunta infracción al literal q) del art. 85 de la Ley 30057, Ley del Servicio Civil, 

ya que se consideró afectación a los principios de veracidad, idoneidad y 

probidad. 

 
Ante ello, el presunto infractor presentó sus descargos alegando que habria 

prescrito y caducado la potestad de la administración para deterinar la 

responsabildad administrativa disciplinaria. 

 
Dichos argumentos fueron desestimados por la primera instancia, al igual que 

los argumentos del recurso de reconsideración, para que finalmente en 

apelación el Tribunal de SERVIR emita un pronunciamiento desestimatorio al 

pedido del señor WLC y con ello se dio por agotado la vía administrativa. 

 
Por tanto, se considera de relevancia los temas de prescripción, caducidad y los 

principios de presunción de licitud y tipicidad, los que fueron materia de análisis 

en este trabajo de investigación. 
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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO O PROCEDIMIENTO 

 
1.1. Carta de inicio del procedimiento 

Por Carta D00012-2021 del 16.03.2021 se decide iniciar el procedimiento 

disciplinario al señor W.C.L. por presunta infracción al literal q) del art. 85 de la 

Ley 30057, Ley del Servicio Civil, ello en tanto se habría transgredido principios 

y deberes establecidos en el Capítulo II y de las prohibiciones señaladas en el 

mismo Capítulo. Ello al considerar lo siguiente: 

 
Se verificó que la persona de WLC, luego de resultar ganador del Proceso 

CAS N° 044-2016-PNT contratado bajo el régimen del DL 1057, mediante la 

suscripción del Contrato CAS N° 58-2016, empezó a laborar como Gestor 

Institucional de la Unidad Territorial de Arequipa, desde el 02.05.2015, fecha 

desde la cual tenía conocimiento como servidor, que había presentado a la 

entidad copia de la Resolución N° 043-2015-CU-UNAMBA, en donde le 

otorgan el Grado Académico de Bachiller en Ingeniería Agroindustrial del 

25.08.2015, emitido por la Universidad Nacional Micaela Bastidas. 

 
Asimismo, obra el Oficio 059-2019-R-UNAMBA del 20.12.2019 emitida por el 

rector de la universidad antes referida, por el cual señala: 

- El Sr. WLC tiene historial académico en la UNAMBA. 

- Según Carta 362-2019-SG-UNAMBA, la Resol. N° 043-2015-CU- 

UNAMBA, no obra en los archivos de la Oficina de Grados y Títulos. 

- En el Libro 02 del Registro de Diplomas de Grado Académico de Bachiller 

de la UNAMBA, no existe registro de Diploma alguna entre las fechas: 10 

de junio de 2015 y 18 de marzo de 2016. 

- Se ha constatado que en la página de la SUNEDU el Sr. WLC no registra 

diploma alguno. 

- La Resolución N° 043-2013-CU-UNAMBA guarda mucha similitud con la 

Resolución presentada por el Sr. WLC. 

 
En ese sentido, tomando en cuenta lo descrito tenemos que, toda relación 

laboral determina obligaciones principales para el empleador y trabajador asi 



como para el primero la obligación de abonar la remuneración por el servicio 

y para el trabajador la obligación de cumplir con la prestación personal efectiva 

del servicio compatible con el carácter intuito persona de este contrato desde 

el punto de vista del trabajador, y de la cual a su vez se deriva una serie de 

deberes esenciales, entre ellos, el de obediencia que supone respetar las 

normas internas y cumplir con las ordenes e indicaciones del empleador: 

buena fe que supone actuar y conducirse con lealtad, probidad y corrección, 

criterio recogido en la sentencia recaída en la Casación Laboral N° 9483- 

2012-Cusco, en el cual se introdujo una serie de precisiones relacionadas a 

los deberes esenciales que deben de cumplir los trabajadores, analizando 3 

de ellos esencialmente, "el deber de obediencia", "el deber de "diligencia" y 

“el deber de buena fe laboral". 

 
Dichos criterios y valores que son de aplicación para los trabajadores de las 

entidades del Estado, precisando que, el deber de Buena Fe está referido 

esencialmente a un comportamiento esperado por parte de ambos 

componentes de la relación laboral, es asi que se espera que tanto el 

trabajador como el empleador tengan un comportamiento adecuado 

respetando los deberes que cada uno debe cumplir. 

 
Por consiguiente, al haber presentado la copia de la Resolución N° 043-2015- 

CU-UNAMBA, en donde le otorgan el Grado Académico de Bachiller en 

Ingenieria Agroindustrial de fecha 25 de agosto de 2015, emitido por la 

Universidad Nacional Micaela Bastidas de Apurímac, sustentó contar con 

formación académica requerida en el Proceso CAS N° 044-2016-PNT y al 

resultar ganador mantuvo vínculo laboral con el Programa Nacional Tambos, 

ahora Programa Nacional PAIS desde el 02 de mavo de 2016 al 28 de febrero 

de 2021 en el puesto de Gestor Institucional de la Unidad Territorial de 

Arequipa - Caylloma - Lluta, bajo el influjo de documentación con información 

falsa, conducta que responde al quebrantamiento de la buena fe laboral, al 

contener el certificado datos falsos no acorde a la realidad. 

 
Por ello, se justificó el inicio de procedimiento administrativo disciplinario 

contra el servidor WLC, toda vez que existen suficientes elementos de prueba 



y evidencias que hacen presumir haber vulnerado los Principios de Probidad, 

Idoneidad y Veracidad regulados en los numerales 2), 4) y 5) del artículo 6° 

de la Ley N° 27815, Ley del Código de Ética de la Función Pública, por 

consiguiente habría incurrido en la presunta falta tipificada en el numeral q) 

del artículo 85 de la Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil, concordante con lo 

previsto en el numeral 10.1 del artículo 10 de la Ley N° 27815, Ley del Código 

de Etica de la Función Pública, y en el artículo 100 del Reglamento General 

de la Ley del Servicio Civil aprobado por Decreto Supremo N° 040-2014-PCM. 

 
Como posible sanción se estableció que considerando que las presuntas 

faltas administrativas disciplinarias incurridas por el servidor WLC, revisten de 

la gravedad suficiente, por lo que, se estima que de comprobarse la misma, 

corresponderia imponerle la sanción de destitución prevista en el literal c) del 

articulo 88º de la Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil y articulo 90º que señala 

que se aplica previo procedimiento administrativo disciplinario por el jefe de 

recursos humanos o quien haga sus veces, siendo propuesto por este último 

y aprobado por el titular de la entidad, el cual puede modificar la sanción 

propuesta. 

 
En ese contexto, se dispuso a poner en conocimiento del señor WLC a fin de 

que presente sus descargos en el plazo de 5 días hábiles. 

 
1.2. Escrito de descargos 

El señor WLC presentó escrito de fecha 05.04.2021, mediante el cual señaló lo 

siguiente como argumentos de defensa: 

 
- Según las normas adjetivas y el precedente vinculante y de obligatoria 

observancia, están previstas dos clases de prescripción:1) tres años 

calendarios de haberse cometido la falta y 2) en caso que durante se periodo 

la ORH o quién haga sus veces a la ST hubiera tomado conocimiento de la 

misma, la prescripción opera un año calendario después de la toma de 

conocimiento de la misma. 

- En el caso concreto, se tiene que la presunta falta imputada se ha generado 

cuando el recurrente, empezó a laborar como gestor institucional de la 



Unidad Territorial de Arequipa- Caylloma - Lluta, desde el 02 de mayo del 

2016, según proceso de selección N° 044-2016-PNT, adjunta copia de la 

Resolución N° 043-2015-CU-UNAMBA, de fecha 25 de agosto 2015, emitido 

por la Universidad Nacional Micaela Bastidas de Apurimac, que indica que 

otorgaban el grado académico de bachiller en ingenieria agroindustrial. 

- Al verificar el computo del plazo para la prescripción es a partir del 02 de 

mayo del 2016, cuyo plazo de tres años para la prescripción de la supuesta 

falta culmino el 01 de mayo del 2019, fecha en la que se ha llegado al plazo 

limite de tres años, desde de ocurrida la presunta falta. 

- De otro lado, al analizar el inicio de apertura del PAD, tenemos que se tiene 

el plazo de prescripción es de un año desde que haya tomado conocimiento 

el titular de la entidad, en contra del recurrente; este plazo se toma en cuenta 

a partir del informe 38-2021MIDIS/PNPAIS, de fecha 15 de marzo del 2021, 

la ST. Emite informe de pre calificación recomendando el inicio del 

Procedimiento Administrativo Disciplinario contra el servidor WLC. 

- Teniendo en cuenta que la institución tenia conocimiento de la presunta falta 

según Carta N° 290-2019-UGT-UNAMBA de fecha 11.12.2019, emitido por 

el Jefe de la Unidad De Grados y Títulos que indica que no existe en el 

registro dicho grado académico. 

- Efectuando el computo desde el 11 de diciembre del 2019 hasta el 15 de 

marzo del 2021, han transcurrido con exceso del plazo de un año. 

- En consecuencia recién he sido notificado con la instalación del PAD. Según 

carta de fecha 16 de marzo del 2021 (se acredita la prescripción planteada). 

- Por tanto, conforme a los considerandos esgrimidos corresponde se declare 

la prescripción del presente proceso administrativo disciplinario. 

 
1.3. Informe D000012-2022-MIDIS 

Mediante el Informe D000012-2022-MIDIS el órgano instructor recomendó la 

imposición de la sanción de destitución al señor WLC debido al cargo imputado 

en la Carta D00012-2021 del 16.03.2021, de conformidad al literal c) del numeral 

93.1 del artículo 93 del Reglamento General de la Ley del Servicio Civil. Dicho 

informe se puso en conocimiento del presunto infractor a fin de que ejerza su 

defensa y solicite informe oral, lo que se ordenó en virtud de la Carta D000016- 

2022-MIDIS/PNPPAIS-DE.OS. 



 

Los argumentos de dicho Informe para sustentar la recomendación de la sanción 

son las siguientes: 

 
- Atendiendo a los hechos previamente descritos, es posible apreciar 

objetivamente que el servidor WLC, cuando empezó a laborar como Gestor 

Institucional en el Programa Nacional PAIS, tenía conocimiento como 

servidor que ha registrado información falsa al momento de postular en el 

Proceso CAS N° 044-2016-PNT. la misma que está contenida en su legajo 

personal (Formato de Hoja de Vida), toda vez que, la copia de la Resolución 

N° 043-2015-CU-UNAMBA, en donde le otorgan el Grado Académico de 

Bachiller en Ingeniería Agroindustrial de fecha 25 de agosto de 2015, emitida 

por la Universidad Nacional Micaela Bastidas de Apurímac, haciendo constar 

que contaba con el grado académico de Bachiller, se encuentra consignado 

con información que no se encontraba acorde a la realidad, vulnerando así 

las disposiciones previstas en el numeral 2, 4 y 5 del articulo 6 de la Ley N° 

27815, Ley del Código de Ética. 

 
- Esta imputación realizada al servidor WLC, se encuentra confirmada y 

sustentada en el Oficio N° 059-2019-R-UNAMBA de lecha 20 de diciembre 

de 2019, remitido por el Rector (e) de la Universidad Nacional Micaela 

Bastidas de Apurimac, que remitió adjunta la Carta N° 380-2019-SG- 

UNAMBA, del 19 de diciembre de 2019, emitida por el Secretario General de 

la mencionada Universidad, Ing. A.E.H., y la Carta N° 290-2019-UGT- 

UNAMBA del 11 de diciembre de 2019, emitida por el Jefe (e) de la Unidad 

de Grados y Títulos de la mencionada Universidad, documentos a través de 

los cuales se indica que no existe el registro de dicho grado académico en 

los archivos de la Universidad Nacional Micaela Bastidas de Apurimac. 

 
- Por tanto, la conducta desplegada por el citado servidor conllevó a que 

incurra en una vulneración de los Principios de la Función Pública de 

Probidad, Idoneidad y Veracidad, por los cuales, todo servidor público debe 

actuar con rectitud y honradez, procurando satisfacer el interés general y 

desechando todo provecho o ventaja personal; asimismo. tener aptitud 



técnica, legal y moral, para el acceso y ejercicio de la función pública, así 

como se expresa con autenticidad en las relaciones funcionales con todos 

los miembros de su institución y con la ciudadanía, y contribuye al 

esclarecimiento de los hechos; subsumiéndose de este modo las 

imputaciones realizadas en su contra en la falta disciplinaria regulada en el 

literal q) del artículo 85º de la Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil, que 

textualmente señala: "Son faltas de carácter disciplinario que, según su 

gravedad pueden ser sancionados con suspensión temporal (…), previo 

proceso administrativo disciplinario (....) Las demás que señala la ley, 

concordante con lo previsto en el numeral 10.1 del artículo 10 de la Ley 

N°27815, Ley del Código de Ética de la Función Pública que prescribe: “La 

transgresión de los principios y deberes establecidos en el Capítulo II y de 

las Prohibiciones señaladas en el Capítulo II, de la presento Ley, se 

considera infracción al presente Código, generándose responsabilidad 

pasible de sanción", y en el artículo 100ª del Reglamento General de la Ley 

N° 30057, Ley del Servicio Civil. 

 
- Por consiguiente, no habiendo desvirtuado los cargos imputados mediante 

Carta N° D000012-2021-MIDIS-PNPAIS-URRHH.OI, obrando en el 

expediente suficientes medios de pruebas que causan convicción respecto 

de la responsabilidad administrativa de carácter disciplinario del servidor 

WLC, por los cargos atribuidos en su contra, quedan subsistentes los 

mismos. 

 
 

1.4. Solicitud de uso de la palabra 

Luego de notificada la Carta D000016-2022-MIDIS/PNPPAIS-DE.OS, el 

presunto infractor com escrito del 25.03.2022 solicitó se conceda el uso de la 

palabra a fin de que pueda ejercer su derecho de defensa. 

 
Lo que se llevó a cabo conforme consta en el acta de informe oral del 5.04.2022, 

con la presencia de la directora ejecutiva del Programa Nacional PAIS (como 

órgano instructor) y el presunto infractor quien fue defendido por su abogado. 



1.5. Resolución Directoral 

Con Resolución Directoral N° D000013-2022/MIDIS/PNPAIS-DE.OS del 

06.04.2022 se resolvió: 

Artículo 1.- declarar infundado la solicitud de Prescripción de iniciar 

procedimiento administrativo disciplinario, planteada mediante escrito de 

fecha 14 de abril de 2021, conforme a los fundamentos expuestos en la parte 

considerativa de la presente resolución. 

Artículo 2.- Imponer la sanción de destitución al servidor WLC, quien se 

desempeña como Gestor Institucional de la Unidad Territorial de Arequipa, 

al haber transgredido con su actuar los Principios de Probidad, Idoneidad y 

Veracidad, establecidos en los numerales 2, 4 y 5 del artículo 6° de la Ley 

N° 27815, lo que constituye falta disciplinaria según lo dispuesto en el literal 

q) del artículo 85° de la Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil, concordante 

con lo previsto en el numeral 10.1 del artículo 10 de la Ley N° 27815, Ley del 

Código de Ética de la Función Pública, conforme a los fundamentos 

expuestos en la parte considerativa de la presente resolución. (…) 

 
Dicha Resolución Directoral tiene como sustento: 

 
 

En cuanto al plazo de prescripción extintiva señala que en virtud de la 

Resolución de la Sala Plena 001-2020-SERVIR/TSC del 22.05.2020 que se 

declaró como precedente obligatorio, que en estricto respeto, observancia y 

respaldo a las medidas adoptadas con el único fin de preservar la vida de la 

Nación, el pleno del Tribunal considera que corresponde la suspensión del 

cómputo de los plazos de prescripción desde el 16 de marzo hasta el 30 de 

junio de 2020, ante la imposibilidad de las entidades de dar inicio a los 

procedimientos administrativos disciplinarios e impulsar los ya iniciados. 

 
En ese sentido, considerando que, las presuntas conductas infractoras 

fueron de conocimiento de la Unidad de Recursos Humanos con fecha 

31/12/2019, y habiéndose reiniciado el cómputo del plazo de prescripción 

con fecha 01/07/2020, en el presente caso, el plazo de prescripción operaba 

el 15/04/2021; sin embargo, la Carta N° D000012-2021-MIDIS/PNPAIS- 

URRHH.OI, a través del cual se dio inicio al presente PAD, fue notificada el 



07 de abril de 2021, es decir, antes de la fecha de prescripción; por tanto, el 

presente PAD no ha prescrito. 

 
Por lo señalado, el Programa se encuentra facultado en su potestad 

sancionadora para determinar la existencia de la falta administrativa a la 

fecha de inicio del procedimiento administrativo disciplinario y a la fecha de 

emisión de la presente resolución, dada la falta de carácter permanente 

cometida por el servidor. 

 
Por tanto, tiene mérito probatorio el Oficio N° 059-2019-R-UNAMBA 

mediante el cual el Rector de la Universidad Nacional Micaela Bastidas de 

Apurimac, remitió adjunto la Carta N° 380-2019-SG-UNAMBA del 19 de 

diciembre de 2019, emitida por el Secretario General de la mencionada 

Universidad, Ing. AEH, y la Carta N° 290-2019-UGT-UNAMBA del 11 de 

diciembre de 2019, emitida por el Jefe (e) de la Unidad de Grados y Títulos 

de la mencionada Universidad, documentos a través de los cuales se indica 

que no existe el registro de dicho grado acadêmico en los archivos de la 

Universidad Nacional Micaela Bastidas de Apurimac. 

 
Así se puede establecer que el Gestor Institucional WLC consignó datos 

falsos no acorde a la realidad en el "Formato de Hoja de Vida' del Proceso 

CAS N° 044-2016-PNT, convocatoria para la contratación de un Gestor 

Institucional de la Unidad Territorial de Arequipa - Caylloma, al declarar que 

cuenta con el grado académico de Bachiller en Ingeniería Agroindustrial 

emitido por la UNMBA, conducta infractora que se subsume en la falta 

tipificada en el inciso q) del artículo 85º de la Ley N° 30057, Ley del Servicio 

Civil. 

 
Por ello que al obrar en el expediente suficientes elementos probatorios que 

causan convicción respecto de la responsabilidad administrativa de carácter 

disciplinario del servidor WLC, al haber transgredido con su actuar los 

principios de probidad. idoneidad y veracidad, establecidos en los numerales 

2,4 y 5 del artículo 6° de la Ley N° 27815, vulneraciones normativas que se 

consideran falta disciplinaria tipificada en el literal g) del artículo 85º de la 



Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil, concordante con lo previsto en el 

numeral 10.1 del artículo 10 de la Ley N° 27815, Ley del Código de Ética de 

la Función Pública, corresponde que se le imponga la respectiva sanción. 

 
1.6. Recurso administrativo de reconsideración 

El administrado mediante escrito del 06.05.2022 interpuso recurso de 

reconsideración alegando: 

Señala que existe una notificación defectuosa por cuanto al tenor de los el 

Art. 70.1.4 del TUO de la LPAG entre el aviso de notificación colocado el 12 

de abril del 2022 y la citación para realizar la segunda visita de notificación 

debe de haber un espacio de 3 días hábiles, por lo que al indicarse como 

segunda visita el día 13 de abril del 2022 (un día siguiente a la primera visita 

de notificación) se ha inobservado el procedimiento regular al haberse 

realizado una notificación defectuosa que se encuentra regulada en el Art. 

26 del TUO de la Ley 27444. 

 
Conforme a esto procede se declare la nulidad de la notificación defectuosa 

realizada, al momento de volver a notificar la Resolución que me impone 

sanción de destitución. Como nuevo medio de prueba ofrece el Aviso de 

Notificación 06-2022-CGDAC con la finalidad de acreditar que la primera 

notificación se pretendió realizar el 12.04.2022, siendo que la segunda visita 

se realizó el 13.04.2022, por lo que entre la primera actuación y la segunda 

no existen 3 días de diferencia contraviniéndose el art. 70 del TUO de la 

LPAG. 

 
De otro lado, refiere que operó la caducidad del procedimiento sancionador 

ya que entre el 07 de abril del 2021 (notificación de la apertura de PAD) hasta 

el 13 de abril del 2022 (notificación de imposición de destitución) han 

transcurrido exactamente 1 año y 6 días, habiendo transcurrido por demás 

el plazo de 9 meses para que opere la caducidad conforme al articulo 259 

del TUO de la LPAG, siendo que dicha caducidad debió de ser declarada de 

oficio por su despacho, al haber operado automáticamente. 



Agrega que correspondía se le impute la infracción referida en el art. 85 del 

literal ñ) de la Ley 30057, ofreciendo como prueba nueva la Carta D000012- 

2021-MIDIS por el cual se le apertura el PAD. 

 
Después señala que existió subsanación voluntaria pues con fecha 

26.02.2021 se ha emitido el Diploma que reconoce como bachiller en 

Ingeniería Agroindustrial expedida por la UNMBA a nombre de la infractora, 

por ello le corresponde la sanción disciplinaria de suspensión, así ofrece 

como medio probatorio nuevo la Diploma de Bachiller, también la copia de 

captura de pantalla del resultado de SUNEDU. 

 
Alega que tenía constancia de egresado expedida el 16.04.2021 que 

reconoce que egresó el 09.08.2013, así la subsanación voluntaria no resulta 

perjudicial para la entidad, por lo que habiendo realizado la subsanación se 

convalidaría esta situación y que la resolución que declaraba como bachiller 

se debió a que un tramitador le aseguró que tenía el grado de bachiller y 

que dicho documento lo presentó de buena fe al concurso público para 

laborar como CAS, ofreciendo como prueba nueva la constancia de 

egresado. 

 
Por último, refiere que no existe medio probatorio que acredite su male fe, 

pues existió un caso de fuerza mayor que motivó que se le engañara con 

una resolución falsa, debiendo aplicarse a su caso el principio de presunción 

de licitud. 

 
1.7. Resolución que resuelve la reconsideración 

Con Resolución Directoral N° D000021-2022/MIDIS del 08.06.2022 se declaró 

infundado el recurso de reconsideración, en base a lo siguiente: 

 
Que, el recurso administrativo de reconsideración se sustenta en una nueva 

prueba, la cual debe ser nueva, lo que implica que no haya sido expuesta o 

presentada durante el procedimiento administrativo constituido. Ahora bien, 

este medio de prueba no puede ser cualquier documento, tiene que ser una 

prueba conducente, es decir que sin lugar a dudas logre cambiar la decisión 



y sobre todo sirva de base y fundamento factico y jurídico de ese cambio, 

por cuanto el fin ulterior a la interposición del recurso de reconsideración es 

que el impugnante busque que la autoridad administrativa reconsidere su 

pronunciamiento y lo cambie. 

 
Que, de esta manera se concluye que los fundamentos de la reconsideración 

no revelan una nueva alegación cuyo análisis se haya omitido al expedir la 

cuestionada Resolución Directoral N° D000013-2022-MIDIS/PNPAIS- 

DE.OS, pronunciamiento que ha sido expedido en atención al cargo 

imputado al señor WLC y los medios probatorios aportados e incorporados 

válidamente al proceso. 

 
El recurrente a través de su escrito de reconsideración pretende cuestionar 

el criterio adoptado; sin embargo, no se aprecian elementos objetivos que 

desvirtuen las consideraciones expresadas en el citado pronunciamiento; 

razones por las cuales el recurso de reconsideración en cuestión resulta 

infundado. 

 
Por último, ninguno de los elementos de prueba que presenta el recurrente 

en su recurso de reconsideración, es medio idóneo que cumpla con los 

principios de Pertinencia y Conducencia que rigen a los medios probatorios, 

no permitiendo désvirtuar en autos, la decisión adoptada en la resolución 

materia de impugnación; 

 
 

1.8. Recurso de apelación 

Ante la resolución que declaró infundado su recurso de reconsideración, el 

infractor interpuso el recurso de apelación, refiriendo como alegaciones: 

 

- La notificació n de la Resolució n Directoral No D000013-2022- MIDIS/PNPAIS 

DE.OS no resulta vá lida; ha operado la prescripción administrativa 

disciplinaria. Así como se ha vulnerado los principios de legalidad y 

tipicidad. 



- Además señala que la Entidad debió tener en cuenta que incurrió en la 

atenuante de responsabilidad por subsanación voluntaria, toda vez que, de 

manera posterior adjuntó la diploma que lo reconoció como bachiller en 

Ingenieria Agroindustrial. 

- Habiendo sido egresado de la Facultad de Ingenieria obtuvo el derecho 

automá tico a ser considerado bachiller. 

- Por último que la Resolució n No 043-2015-CU-UNAMBA fue entregada por 

un tramitador que habria burlado su buena fe. 

 

1.9. Resolución que resuelve la apelación 

Con Resolución Directoral N° 002258-2022-SERVIR/TSC- Primera Sala del 

25.11.2022 se resolvió: 

- Declarar infundado el recurso de apelació n interpuesto por el señor WLC 

contra la Resolució n Directoral No D000021-2022- MIDIS/PNPAIS-DE.OS, 

del 8 de junio de 2022, emitida por la Direcció n Ejecutiva del Programa 

Nacional “Plataformas De Acció n Para La Inclusió n Social - PAÍS”; por lo que 

se confirma la citada resolució n. 

 
Como fundamentos de la resolución final se señaló: 

- Debe tenerse en cuenta que, para el có mputo del plazo de prescripció n, es 

necesario considerar lo establecido en el numeral 3 del artículo 145 del 

TUO de la LPAG, que señala que cuando el plazo es fijado en meses o 

años, es contado de fecha a fecha, concluyendo el dia igual al del mes o 

año que inició , completando el nú mero de meses o años fijados para el 

lapso; y que, si en el mes de vencimiento no hubiere día igual a aquel en 

que comenzó el có mputo, es entendido que el plazo expira el primer día 

há bil del siguiente mes calendario. 

- Siendo así, en el presente caso, de acuerdo con la documentación que obra en 

el expediente administrativo, se aprecia que, desde el 7 de abril de 2021, 

fecha en que se le notificó al impugnante la Carta No D000012-2021- 

MIDIS/PNPAIS-URRHH.OI, que dispuso el inicio del procedimiento, hasta 

el 6 de abril de 2022, fecha en que se emitió la Resolució n Directoral No 

D000013-2022-MIDIS/PNPAIS-DE.OS, no ha transcurrido má s de 1 año. 



- En consecuencia, tampoco ha operado el plazo de prescripció n de 1 año para 

la determinació n de la responsabilidad administrativa establecido en el 2do 

pá rrafo del Art. 94 de la Ley 30057. 

- se advierte que el impugnante, con la finalidad de acreditar el cumplimiento 

del perfil del puesto de Gestor Institucional, presentó una copia de la 

Resolución 043-2015-CU-UNAMBA, del 25 de agosto de 2015, no obstante 

que esta era falsa. 

- En ese sentido, la conducta imputada al impugnante, responde al 

quebrantamiento de la buena fe laboral, en la medida que, desde que 

empezó a laborar como Gestor Institucional ostentaba y ejercía un cargo a 

sabiendas que existía una informació n falsa, y que fue considerada en la 

evaluació n curricular del Proceso CAS No 044- 2016-PNT, por lo que, la 

conducta señalada, constituye una infracció n a los numerales 2, 4 y 5 del 

artículo 6o de la Ley No 27815. 

- Por lo que, se verifica que la Entidad cumplió con imputarle al impugnante, 

de forma clara y precisa, los hechos por los que se le sancionó y la falta en 

que habría incurrido. 

- Sobre la atenuante de responsabilidad por subsanació n voluntaria, se señala 

que este argumento acredita fehacientemente los hechos imputados en su 

contra, por lo que debe desestimarse lo alegado por este en este extremo. 

 
II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 
Los problemas jurídicos que se van a establecer son aquellos sobre los cuales 

existen controversia entre los administrados y la Administración, así se 

identifican los siguientes: 

 
Problema 1 

Si en el caso concreto ha operado el plazo de prescripción de la infracción. 

 
 

Problema 2 



Determinar si en el caso se generó la caducidad del procedimiento 

sancionador. 

 
Problema 3 

Determinar si en el caso se vulneraron los principios de tipicidad y de 

presunción de licitud 

 
2.1. Análisis del problema 1: Si en el caso concreto ha operado el plazo de 

prescripción de la infracción 

Durante el trámite del procedimiento administrativo el presunto infractor en 

sus descargos y recursos administrativos, por el cual delegaba que 

transcurrió má s de 1 año desde la notificació n del acto de inicio del 

procedimiento hasta la emisió n de la resolución de sanción, en ese sentido, 

a su criterio, habría prescrito el plazo para iniciar el procedimiento 

administrativo disciplinario. 

 
El plazo de prescripción extintiva se aplica con la finalidad de generar 

seguridad jurídica a los administrados, puesto que su situacion jurídica no 

se encuentre perseguida siempre ante la comisión de un hecho que 

califique como infracción. 

 
La prescripción de la infracción genera que la Administración no pueda 

determinar la comisión de una infracción. Ahora bien, la LPAG regula en el 

TUO el plazo de prescripción de la infracción, así establece que el plazo se 

designará en la norma especial, y en caso de no contener se aplicará el 

plazo general de 4 años computados desde la comisión de la infracción. 

 
En ese sentido, la norma especial, Ley 30057 en su artículo 94 fija como 

plazo de prescripción de 3 años contados a partir de la comisión de la falta 

y a partir de tomado conocimiento por la oficina de recursos humanos de la 

entidad; asimismo, en cuanto al plazo de duración del procedimiento 

administrativo disciplinario, se prevé que entre el inicio del procedimiento y 

la emisión de la resolución no puede transcurrir más de 1 año. 



Teniendo en cuenta dicha normativa se aplicará la prescripción 

considerando el momento en que se cometió la infracción o el momento en 

que se toma conocimiento por parte de la Oficina de recursos humanos. 

 
En ese contexto, teniendo como premisa lo señalado en los párrafos 

precedentes, es preciso analizar si la autoridad administrativa ha realizado 

un correcto análisis al determinar si existe uno la posibilidad que la 

Administración puede determinar la responsabilidad administrativa y que no 

ha operado la prescripción de la infracción. 

 
2.2. Análisis del problema 2: Si en el caso se generó la caducidad del 

procedimiento sancionador 

En el recurso de reconsideración el presunto infractor alegó que en el caso 

operó la caducidad del procedimiento sancionador ya que entre el 07 de 

abril del 2021 (notificación de la apertura de PAD) hasta el 13 de abril del 

2022 (notificación de imposición de destitución) han transcurrido 

exactamente 1 año y 6 días, habiendo transcurrido por demás el plazo de 

9 meses para que opere la caducidad conforme al articulo 259 del TUO de 

la LPAG, siendo que dicha caducidad debió de ser declarada de oficio por 

su despacho, al haber operado automáticamente. 

 
El plazo de caducidad a diferencia de la prescrición en materia 

sancionadora se aplica al procedimiento, así lo que se concluye es el 

procedimiento sancionador ya que se exige que desde el inicio no 

transcurra el plazo establecido por ley para efectos de decidir la atribución 

final de responsabilidad administrativa. 

 
La caducidad del procedimiento sancionador no impide que la 

administración pueda volver a iniciar el procedimiento sancionador en tanto 

esté dentro del plazo de prescripción de la infracción. 

 
Este plazo tiene por objeto que poner fin al procedimiento sancionador y 

que el administrado no esté en una situación de incertidumbre, así como el 



hecho que los administrados no se encuentren inmersos por tiempos 

indefinidos en el procedimiento sancionador. 

 
En esa medida se ha establecido que el procedimiento sancionador desde 

su inicio no puede durar más de 9 meses o en caso se otorgue de forma 

excepcional se puede extender 3 meses. 

 
2.3. Análisis del problema 3: Si en el caso se vulneró el principio de 

tipicidad y presunción de licitud 

En el recurso administrativo el presunto infractor alegó que se vulneró el 

principio de tipicidad, así como señaló que se imputó inadecuadamente los 

cargos, ya que se señala correspondía se le impute la infracción referida 

en el art. 85 del literal ñ) de la Ley 30057. 

 
La doctrina ha referido sobre el principio de tipicidad: 

 
 

Por su parte, la legislación nacional también ha cuidado en separar 

entre legalidad y tipicidad, aunque ciertamente de manera imperfecta 

e incongruente, permitiendo que los reglamentos puedan participar en 

la descripción del hecho punible, tal como se comprueba en la LPAG 

(…) (Delgado, 2020, p. 30) 

 
Sobre la diferencia y relación entre el principio referido y de legalidad se ha 

precisado en particular que: 

 
(…) es necesario destacar los principios de legalidad y de tipicidad, 

los cuales no se identifican, sino que el segundo tiene un contenido 

propio como modo de realizació n del primero. La legalidad se cumple 

con la previsión de los delitos e infracciones y de las sanciones en la 

ley, pero la tipicidad requiere de algo más, que es la precisa definición 

de la conducta que la ley considera reprochable, garantizándose así 

el principio constitucional de seguridad jurídica y haciendo realidad, 

junto a la exigencia de una ley previa, la de una ley cierta. (Cordero, 

s/f, p. 416) 



 

Este principio reconoce el derecho de toda persona que las conductas que 

se consideren como infracción deben estar previstas en las normas con 

rango de ley o en caso de delegación por reglamento. Además, este 

principio constituye una garantía para los adminstrados sobre que para que 

una conducta sea considerada como infracción es necesario se prevéa en 

la norma. 

 
Siendo así, es deber de los órganos de instrucción que en caso se imputen 

los cargos que se atienda a lo que realmente constituye la conducta 

infractora, o que en su caso se aplique como presunta infracción la norma 

específica, bajo el principio de especialidad. 

 
Ahora, no realizar una adecuada imputación de cargos podría generar la 

nulidad del procedimiento. Por tanto, en la posición jurídica debe 

considerarse que la conducta infractora materia de infracción se debe 

encontrar prevista en la norma, bajo sanción de nulidad. 

 
De otro lado en cuanto al principio de presunción de licitud se tiene que el 

presunto infractor alegó que no existe medio probatorio que acredite su 

male fe, pues existió un caso de fuerza mayor que motivó que se le 

engañara con una resolución falsa, debiendo aplicarse a su caso el 

principio de presunción de licitud. 

 
Sobre este principio se considera: 

 
 

De este modo, se logra la plena aplicación del principio de 

presunción de licitud, al impedir que, sin la existencia de una 

actividad probatoria previa, que permita contar a su vez con un 

sustento probatorio suficiente y razonable, se pueda imponer 

sanción alguna. Conforme a tales alcances, solamente sobre la base 

de dicho sustento, y que cumpla tales condiciones, es posible destruir 

la presunción de licitud. (Baca, 2020, p. 272) 



Al respecto este principio consiste en que se presume que el administrado 

actua conforme al ordenamiento en tanto no se acredite lo contrario. Dicho 

principio se encuentra reconocido en el TUO de la LPAG la cual exige que 

a los administrados no se le considere culpable de la infracción hasta que 

no se tengan evidencias en contra. 

 
Este principio implica que la actividad probatoria de la Administración sea 

activa es decir que esté dirigido su actuación a de oficio recabar los medios 

probatorios, así se señala en doctrina: 

 
La norma señala que la autoridad competente, aun sin pedido de parte, 

debe promover toda actuació n que fuese necesaria para su tramitación, 

superar cualquier obstá culo que se oponga a la regular tramitación del 

procedimiento; determinar la norma aplicable al caso aun cuando no 

haya sido invocada o fuere erró nea la cita legal (…). (Guzmán, 2005, 

p.301) 

 
Por lo que, teniendo en cuenta este principio en comentario se puede 

considerar que corresponde la carga de la prueba de acreditar la comisión 

de la infracción a la administración, contrario sentido, el administrado no 

tiene que acreditar su inocencia. 

 
III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

IDENTIFICADOS 

 
3.1. Si en el caso concreto ha operado el plazo de prescripción de la 

infracción 

En el procedimiento administrativo el presunto infractor en sus descargos y 

recursos administrativos señaló que transcurrió má s de 1 año desde la 

notificació n del acto de inicio del procedimiento hasta la emisió n de la 

resolució n de sanción, en ese sentido, a su criterio, 

habriapara iniciar el procedimiento administrativo 

disciplinario. 

prescrito el plazo 



Al respecto, de conformidad al artículo 94 de la Ley 30057 regula los plazos 

de prescripción, en dos extremos: (i) plazo para el inicio del procedimiento 

administrativo disciplinario; (ii) plazo para la duración de dicho 

procedimiento. En cuanto al primero se regula un plazo de 3 años que debe 

computarse desde la comisión de la infracción o en su caso de 1 año desde 

que la oficina de recursos humanos de la entidad tome conocimiento del 

hecho. Asimismo, en cuanto al segundo, se establece que el procedimiento 

no debe durar más de 1 año para determinar la responsabilidad. 

 
Ahora bien, en el caso mediante la Carta D000012-2021-MIDIS/PNPAIS- 

URRHH.OI del 16.03.2021, el mismo que fue notificada el 7 de abril de 2021 

por el que se le inició el procedimiento administrativo disciplinario al señor 

WLC; de otro lado, se tiene que la conducta infractora se habría cometido 

el 2 de mayo de 2016 de acuerdo al proceso de selección 044-2016-PNT. 

 
En esa medida el plazo de prescripción se debe computar desde el 2 de 

mayo de 2016 y considerando los 3 años del plazo prescriptorio se 

cumpliría el plazo máximo el 01 de mayo de 2019, ello se daría en caso se 

trate de infracciones instantáneas, no obstante ante casos de infracciones 

permanentes, de acuerdo al art.252.2 del TUO de la LPAG el plazo 

computa para el caso de esta última infracción desde que cesó la acción. 

Por lo que en el caso teniendo en cuenta la naturaleza de la conducta 

infractora, aun no opera el plazo de prescripción de 3 años. 

 
En el mismo sentido comenta la doctrina sobre las infracciones 

permanentes: 

 
Son aquellas infracciones en donde el administrado se mantiene en 

una situación infractora, con la voluntad de mantenerla. A diferencia 

del caso anterior, no son los efectos jurídicos de la conducta infractora 

los que persisten, sino la conducta misma. Este sería el caso del 

profesor que accede a un puesto de docente que jurídicamente exige 

el título a pesar de que carece de él. Si bien puede ser que haya 

presentado un documento fraguado (que será una infracción en sí 



misma), su permanencia en el puesto sin contar con dicho título 

constituye, a mi juicio, una infracción permanente. (Boyer, 2020, p.55) 

 
Respecto del plazo de prescripción de 1 año para determinar la 

responsabilidad administrativa desde la toma de conocimiento, en el caso 

se tomó conocimiento de que existiría una presunta infracción desde la 

notificación del oficio 059-2019-R-UNAMBA con fecha 31 de diciembre de 

2019, no obstante debe considerarse la suspensión del plazo por el periodo 

de emergencia desde el 16 de marzo hasta el 30 de junio de 2020, siendo 

así el plazo de 1 año vencería el 15 de abril de 2021, lo que no venció en 

el caso dado que el procedimiento disciplinario se dio con la notificación de 

la Carta D000012-2021-MIDIS/PNPAIS del 16.03.2021, el mismo que fue 

notificada el 7 de abril de 2021. 

 
Por lo tanto, no corresponde se declare el plazo de prescripción de la 

infracción de 3 años o de 1 año desde el conocimiento de la oficina de 

recursos humanos de la entidad tome conocimiento del hecho. 

 
3.2. Si en el caso se generó la caducidad del procedimiento sancionador 

En el recurso de reconsideración el presunto infractor alegó que en el caso 

operó la caducidad del procedimiento sancionador ya que entre el 07 de 

abril del 2021 (notificación de la apertura de PAD) hasta el 13 de abril del 

2022 (notificación de imposición de destitución) han transcurrido 

exactamente 1 año y 6 días, habiendo transcurrido por demás el plazo de 

9 meses para que opere la caducidad conforme al artículo 259 del TUO de 

la LPAG, siendo que dicha caducidad debió de ser declarada de oficio por 

su despacho, al haber operado automáticamente. 

 
Al respecto, el plazo de caducidad que invoca el funcionario es el que se 

refiere al artículo 259 del TUO de la LPAG, norma que se refiere al plazo 

en un procedimiento sancionador de oficio lo ual se refiere a aquellos 

procedimientos en el cual la administración verifica si corresponde imputar 

responsabilidad a administrados que se encuentran al exterior de la 



administración, a diferencia del procedimiento disciplinario la cual se ejerce 

sobre los funcionarios o servidores públicos. 

 
Por tanto, el argumento del presunto infractor que el procedimiento debió 

caducar en el plazo de 9 meses no resulta pertinente puesto que la norma 

que establece dicho plazo aplica a otra clase de procedimientos, sin 

perjuicio de ello la Administración verificó el plazo de prescripción de 1 año 

desde que inicia el procedimiento y concluye el mismo con la emisión de la 

resolución final mas no con la notificación, y en el caso concreto se señaló 

que el plazo inicia desde el 7 de abril de 2021 (notificación de la Carta No 

D000012-2021-MIDIS/PNPAIS-URRHH.OI, que dispuso el inicio del 

procedimiento) hasta el 6 de abril de 2022, fecha en que se emitió la 

Resolución Directoral No D000013-2022-MIDIS/PNPAIS-DE.OS, hechos 

que acreditan que no ha transcurrido má s de 1 año. 

 
Por lo tanto, no corresponde se declare el plazo de caducidad invocada por 

el presunto infractor, así como tampoco ha vencido el plazo de prescripción 

de 1 año para concluir el procedimiento disciplinario. 

 
3.3. Si en el caso se vulneró el principio de tipicidad y presunción de licitud 

En el recurso administrativo el presunto infractor alegó que se vulneró el 

principio de tipicidad así como señaló que se imputó inadecuadamente los 

cargos, ya que se señala correspondía se le impute la infracción referida 

en el art. 85 del literal ñ) de la Ley 30057. 

 
Al respecto, este principio reconoce el derecho de toda persona que la 

conductas que se consideren como infracción deben estar previstas en las 

normas con rango de ley o en caso de delegación por reglamento. Así como 

puede considerarse que para que se considere que un administrado ha 

cometido infracción la conducta debe estar debidamente acreditado. 

 
En el caso, la conducta infractora consistió en la vulneración a los principios 

de probidad, idoneidad y veracidad previstos en los numerales 2, 4 y 5 del 

artículo 6o de la Ley 27815 - Ley del Có digo de Ética de la Función Pú blica, 



dado que se consideró haberse mantenido vínculo laboral con la Entidad 

premunido de una Resolució n 043-2015-CU-UNAMBA, del 25 de agosto de 

2015, emitida por la Universidad Nacional Micaela Bastidas de Apurímac, 

mediante la cual se le otorgó el grado acadé mico de bachiller en Ingenieriá 

Agroindustrial, presuntamente falso. 

 

Asimismo, en el caso se tiene acreditado y así lo ha reconocido el presunto 

infractor quien alegó que presentó el documento (Resolució n No 043-2015- 

CU-UNAMBA con el cual se tendría el grado de bachiller) de buena fe al 

confiarse de un tercero que le hizo el trámite. 

 
No obstante, dicha Resolució n No 043-2015-CU-UNAMBA con el cual se 

tendría el grado de bachiller, fue contradicha con el Oficio No 059-2019-R- 

UNAMBA, del 20 de diciembre de 2019, el Rector  de la Universidad 

Nacional Micaela Bastidas de Apurímac informó que: “(...) Con la finalidad de 

remitir la informació n solicitada sobre la verificació n del Grado Acadé mico del 

Bachiller del Sr, WLC, al respecto (...) informan que no existe el registro de 

dicho grado acadé mico en los archivos de la Universidad. 

 
Siendo así, se acredita que la conducta considerada como infracción se 

encuentra prevista en una norma con rango de ley, esto es está referido a 

los numerales 2, 4 y 5 del artículo 6 de la Ley 27815 - Ley del Có digo de 

Ética de la Función Pú blica; asimismo está acreditado que el documento 

presentado por WLC es falso y que al ejercer el cargo se acredita la 

responsabilidad de la infracción imputada. 

 
Por lo tanto, no se vulneraron los principios de tipicidad ni de presunción de 

licitud que fueron alegados por el infractor, ya que se acreditó que se 

incurrió en la comisión de la infracción prevista en los numerales 2, 4 y 5 

del artículo 6 de la Ley 27815 - Ley del Có digo de Ética Ética de la Funció n Pú 

blica. 



Sin perjuicio de lo anterior, cabe referir que el administrado cuestionó que 

no correspondía que se le impute la infracción a las normas referidas en el 

párrafo anterior, sino correspondería -a criterio de la apelante- una distinta, 

no obstante cabe precisar que en el caso concreto se verificó afectación a 

los principios de probidad, idoneidad y veracidad. 

 
IV. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

 
 

4.1. Sobre la Resoluciones finales emitidas por la Dirección Ejecutiva del 

Programa Nacional 

La Dirección Ejecutiva del Programa Nacional emitió dos resoluciones 

finales, la primera (la Resolución Directoral No D000013-2022- 

MIDIS/PNPAIS-DE.OS) que dispone imponer la sanción de destitución y la 

segunda (Resolución Directoral D000021-2022-MIDIS/PNPAIS-DE.OS) 

que dispone declarar infundado el recurso de reconsideración. Siendo así, 

se analizará las resoluciones finales antes referidas. 

 
 Sobre la Resolución Directoral D000013-2022-MIDIS/PNPAIS-DE.OS 

Al respecto, dicha resolución Directoral fue adecuada en cuanto a que 

se dispuso considerar responsable administrativamente al señor WLC 

ello en tanto que en el caso se tiene por acreditado que WLC empezó a 

laborar como Gestor Institucional de la Unidad Territorial de Arequipa 

desde el 02 de mayo de 2016, para ello la persona referida declaró en el 

Proceso Selección 044- 2016-PNT, en el cual se pretendió sustentar el 

grado de bachiller en Ingeniería Agroindustrial mediante la Resolución 

043-2015-CU-UNAMBA. 

 
No obstante, en el procedimiento la Jefatura de la Unidad de Recursos 

Humanos de la Entidad solicitó mediante el Oficio 507-2019- 

MIDISPNPAIS-URRHH, del 14 de noviembre de 2019 a la Universidad 

Nacional Micaela Bastidas de Apurímac se manifieste la veracidad de la 

Resolución 043-2015-CU-UNAMBA con la cual el señor WLC tendría el 

grado de bachiller expedido el 25 de agosto de 2015. 



A lo cual la Universidad a través de su Rector con Oficio 059-2019-R- 

UNAMBA, del 20 de diciembre de 2019 se manifestó que no existe el 

registro del grado académico de bachiller de WLC en los archivos de la 

Universidad. 

 
En razón a ello se encuentra acreditado que WLC no tenía el grado de 

bachiller en Ingeniería Agroindustrial por la Universidad Nacional 

Micaela Bastidas de Apurímac mediante Resolución 043-2015-CU- 

UNAMBA a la fecha del 25 de agosto de 2015 y de la postulación en el 

Proceso Selección 044- 2016-PNT, por lo que se tiene que se presentó 

información falsa. 

 
Al haberse acreditado la presentación de información falsa por parte del 

señor WLC, así como dicha infracción no estar prescrita, además de no 

existir medios probatorios que acrediten que la información sí era 

verdadera, por lo que correspondía atribuir responsabilidad por vulnerar 

el principio de probidad al no actuarse con honestidad y rectitud 

conforme lo prevé el art. 6.2 de la Ley 27815, asimismo no se actuó con 

respeto al principio de idoneidad ya que conforme al art. 6.4 de la ley 

mencionada debe actuarse con aptitud legal y moral, por último tampoco 

se actuó de conformidad al principio de veracidad ya que se presentó 

documentación con información falsa. 

 
Por lo tanto, de manera adecuada se consideró que el señor WLC actuó 

contraviniendo a los principios reconocidos en los numerales 2, 4 y 5 del 

artículo 6 de la Ley del Código de Ética de la Función Pública, incurriendo 

en la falta prevista en el literal q) del artículo 85 de la Ley 30057. 

 
 Sobre la Resolución Directoral D000021-2022-MIDIS/PNPAIS-DE.OS 

Esta resolución declaró infundado el recurso de reconsideración al 

considerar que no existieron alegaciones nuevas que en la resolución 

impugnada se haya omitido pronunciamiento, asimismo, no se ha 

ofrecido medios probatorios nuevos que desvirtúen lo decidido. 



Al respecto, conforme se aprecia del recurso de reconsideración, los 

medios probatorios que ofreció no acreditaron que la información 

contenida en la Resolución 043-2015-CU-UNAMBA sobre que el señor 

WLC tenía el grado de bachiller fuera cierto, así los medios probatorios 

ofrecidos no guardan relación con dicha controversia o incluso en 

algunos casos (diploma de bachiller) difieren temporalmente del caso 

materia de investigación administrativa. 

 
Así concretamente se ofrecieron como medios probatorios: Aviso de 

Notificación 06-2022-CGDAC, Acta de Notificación de la Carta D000012- 

2021-MIDIS/PNPAIS-URRHHOI, Diploma de Bachiller en Ingeniería 

Agroindustrial expedida por la Universidad Nacional Micaela Bastidas de 

Apurímac, Constancia de Egresado, Resolución del Consejo Directivo 

013-2016-SUNEDU/CD y Carta D000012-2021 MIDIS/PNPAIS- 

URRHH-OI, elementos probatorios que no logran acreditar que la 

Resolución 043-2015-CU-UNAMBA haya sido verdadera. 

 
Por lo tanto, el recurso de reconsideración fue adecuadamente 

desestimado ya que se cuestionó la sanción impuesta sin que se acredite 

que la información otorgada inicialmente por WLC haya sido verdadera. 

 
4.2. Sobre la Resolución N° 2258-2022-SERVIR/TSC-Primera Sala 

Esta Resolución declaró infundado el recurso de apelació n interpuesto por el 

señor WLC contra la Resolució n Directoral D000021-2022- MIDIS/PNPAIS-

DE.OS. 

 

Al respecto, se considera que en la misma línea que la primera instancia se 

verificó que los medios probatorios sí sustentaron la comisión de la 

infracción, es decir al ofrecer la información falsa se contravino a los 

principios de idoneidad, probidad y veracidad. 

 
Así en cuanto al fondo del asunto referido a la acreditación de la comisión 

de la infracción se tiene el mismo sentido que lo resuelto en la primera 

instancia, lo que sí corresponde analizar es el plazo de prescripción, así en 



este caso la segunda instancia consideró que la prescripción no se produjo 

en el caso concreto, ya que entre el procedimiento disciplinario iniciado y la 

resolución final no se ha excedido del plazo de 1 año, por lo que la entidad 

administrativa tenía aun la competencia para determinar la responsabilidad 

administrativa del señor WLC. 

 
Habiéndose determinado la responsabilidad administrativa del señor WLC, 

corresponde en virtud del principio de razonabilidad determinar la sanción 

a imponer, teniendo en cuenta los criterios de graduación, así como las 

atenuantes y agravantes. 

 
En el caso, el señor WLC alegó que en su caso debió considerarse una 

atenuante en tanto que existiría una subsanación voluntaria 

(cuestionándose así la sanción de destitución), al considerar que de forma 

posterior ofreció la diploma que lo reconocía como bachiller en Ingeniería 

Agroindustrial por la UNAMBA, no obstante, debe considerarse que en el 

caso la infracción se debe a que la conducta del administrado es que haya 

presentado información falsa, conducta que no admitiría subsanación al 

menos en el caso concreto, dado que el análisis de la conducta infractora 

se dio en relación a la información presentada en el proceso de selección 

y que el hecho que luego se acredite que la persona tenía el grado de 

bachiller ello no cambia la situación anterior, es decir que se haya 

presentado información falsa. 

 
Además en esta resolución administrativa se analizó de forma adecuada la 

supuesta afectación a los principios de tipicidad y presunción de licitud, 

extremos que fueron analizados en el capítulo de análisis y posición de 

problemas jurídicos, a los cuales se hace remisión y se otorga conformidad 

con esta resolución de segunda instancia administrativa. 

 
En razón a lo mencionado, la resolución emitida por la Primera Sala del 

SERVIR fue debidamente emitida al expresar un análisis adecuado de los 

argumentos referidos por la apelante, y disponer la confirmación de la 

sanción impuesta. 



V. CONCLUSIONES 

 
 

Los procedimientos administrativos son actuaciones por medio de los 

cuales la entidad administrativa puede emitir una decisión final y a su vez 

en dicho trámite se permite que los administrados puedan ofrecer sus 

argumentos de defensa, para ello es de importancia que la entidad previa 

a determinar si se ha cometido o no una conducta infractora verifique si 

cuenta con competencia para ello o no, en razón a ello de oficio debe 

verificar si ha operado o no los plazos de prescripción. 

 
En el caso, se llegó a la conclusión que la entidad administrativa que al 

ejercer sus competencias, determinación de responsabilidad disciplinaria, 

se encontraba del plazo y no había prescrito, precisándose que se está ante 

una infracción permanente ya que los efectos de la conducta aun 

permanecen. 

 
Los principios de tipicidad y presunción de licitud pueden invocarse como 

argumentos de defensa, en el caso se consideró que no se vulneraron 

dichos principios, ya que la infracción está predeterminada en la ley y la 

conducta constitutiva de infracción fue debidamente acreditada, no solo con 

los documentos que de oficio adquirió la entidad, sino se tomó en cuenta 

las declaraciones del presunto infractor. 

 
La resolución de primera instancia fue emitida atendiendo a los argumentos 

de defensa del presunto infractor, ya que se desestimó la prescripción 

alegada, así como se determinó que sí se cometió la infracción 

vulnerándose los deberes de probidad, idoneidad y veracidad. 

 
Los deberes de probidad, idoneidad y veracidad, entre otros principios 

éticos, deben ser comportamientos que todo funcionario debe cumplir, ya 

que ello permite que se ejerza de forma adecuada la función administración 

y se logre la tutela del interés público, es por ello que en segunda instancia 

el Tribunal de SERVIR no otorgó la razón a la apelante ya que se acreditó 

la afectación a los mencionados principios. 



 

Por tanto, la conducta imputada al señor WLC fue debidamente acreditada 

y al ser calificada como una infracción que atentó a una serie de principios, 

se dispuso sancionar con la destitución, decisión que fue cuestionado por 

el infractor al considerar una supuesta subsanación voluntaria, pero que no 

correspondía para el caso concreto. 
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 Escrito de Descargos 
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 Recurso de reconsideración 
 

 Resolución que resuelve el recurso de reconsideración 
 

 Recurso de apelación 
 

 Resolución de segunda instancia 
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